
 

JPA                                                                                                    

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO  
 
Ejecutivo. 680013103004-2021-00017-00 

 
Bucaramanga, veintidós (22) de febrero de dos mil veintiuno (2021). 

 
1. Revisado el escrito de demanda y sus anexos, es preciso recordar que el 
artículo 28 del CGP dispone: 
 

“La competencia territorial se sujeta a las siguientes reglas: (…) 
 
7. En los procesos en que se ejerciten derechos reales, en los divisorios, de 
deslinde y amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de 
cualquier naturaleza, restitución de tenencia, declaración de pertenencia y de 
bienes vacantes y mostrencos, será competente, de modo privativo, el juez 
del lugar donde estén ubicados los bienes, y si se hallan en distintas 
circunscripciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del 
demandante.” 

 
2. Se observa que la parte demandante se encuentra ejerciendo derechos reales, 
en este caso el de hipoteca que se constituyó sobre los siguientes bienes 
inmuebles: 
 

No. DE FOLIO UBICACIÓN-
MUNICIPIO 

OFICINA DE 
REGISTRO DE 

INSTRUMENTOS 
PÚBLICOS 

324-32094 Sucre- Santander VELEZ 

324-11694 El Peñón- Santander VELEZ 

324-40180 Sucre- Santander VELEZ 

324-44108 Sucre- Santander VELEZ 

324-36893 Cimitarra- Santander VELEZ 

324-61235 El Peñón- Santander VELEZ 

324-61238 El Peñón- Santander VELEZ 

324-61240 El Peñón- Santander VELEZ 

 
Y, aquellos Municipios: Sucre, El Peñón y Cimitarra, pertenecen al Distrito Judicial 
de San Gil, ninguno hace parte del Distrito Judicial de Bucaramanga.  
 
Sobre asunto de similares condiciones, indicó la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA1:  
 

“2. El numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso consagra 
como regla general de competencia el fuero personal, fundado en el 
domicilio del demandado, con la precisión de que si éste tiene varios 
domicilios, o son varios los demandados, puede accionarse ante el juez de 
cualquiera de ellos, a elección del demandante; además de otras pautas 
para casos en que el demandado no tiene domicilio o residencia en el país.  
 
Con todo, el legislador consagró otros fueros, entre esos, el del lugar de 
cumplimiento de las obligaciones para procesos relativos a contratos y 
títulos ejecutivos (numeral 3°) que, normalmente, son atribuciones 
especiales concurrentes con el general y, como tales, permiten al actor 
seleccionar entre uno u otro para presentar su demanda. 

                                                 
1 AC6345-2017 Radicación n.° 11001-02-03-000-2017-02548-00 Bogotá, D. C., veintisiete (27) de septiembre de dos mil diecisiete (2017). 
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Pero también prevé, como especial, el fuero privativo para algunos casos, 
que tiene una aplicación única y excluyente, como es el caso contemplado 
en el numeral 7° del artículo antes citado; según el cual, «en los procesos 
en que se ejerciten derechos reales, en los divisorios, de deslinde y 
amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de cualquier 
naturaleza, restitución de tenencia, declaración de pertenencia y de bienes 
vacantes y mostrencos, será competente, de modo privativo, el juez del 
lugar donde estén ubicados los bienes…» (se resaltó).  
 
3. Acorde con lo anterior, en relación con el ejercicio de «derechos reales», 
cumple afirmar que dicho fuero tiene un carácter exclusivo y no puede 
concurrir con otros, precisamente, porque su asignación priva, esto es, 
excluye de competencia a los despachos judiciales de otros lugares. 
 
Sobre el particular, es pertinente reiterar los pronunciamientos de esta Sala, 
en cuanto a que: 
 
… [e]l fuero privativo significa que necesariamente el proceso debe ser 
conocido, tramitado y fallado por el juzgador que tenga competencia 
territorial en el lugar de ubicación del bien involucrado en el debate 
pertinente, no pudiéndose acudir, bajo ningún punto de vista, a otro 
funcionario judicial, ni siquiera bajo el supuesto autorizado para otros 
eventos, como por ejemplo para la situación del fuero personal, del 
saneamiento por falta de la alegación oportuna de la parte demandada 
mediante la formulación de la correspondiente excepción previa o recurso 
de reposición, en el entendido de que solamente es insaneable el factor de 
competencia funcional, según la preceptiva del artículo 144, inciso final, 
ibídem; obvio que si así fuera, el foro exclusivo se tornaría en concurrente, 
perdiéndose la razón de ser de aquél. (CSJ AC 2 oct. 2013, rad. 2013-
02014-00, reiterado en CSJ AC 13 feb. 2017, rad. 2016-03143-00). 
 
4. Dentro de ese marco conceptual, sin perjuicio de la unificación del 
trámite que trajo el nuevo estatuto procesal, para los procesos ejecutivos 
sin garantía real o con ella, cabe considerar que cuando sea con esa 
prerrogativa, vale decir, que en el cobro forzado se ejercite el derecho real 
de prenda o de hipoteca, es necesario aplicar el comentado fuero privativo, 
esto es, determinar que en esos eventos es competente, exclusivamente, el 
juez del lugar donde estén ubicados los bienes objeto del respectivo 
gravamen, por varias razones. 
 
4.1. En primer lugar, en realidad el precepto bajo estudio no distingue en 
cuanto al ejercicio de «derechos reales», motivo por el que deben incluirse 
todos los contemplados en el ordenamiento jurídico vigente (artículo 665 
del Código Civil  y normas concordantes), entre los cuales están los 
derechos de prenda y de hipoteca. 
 
Es pertinente recordar que el derecho real es definido por el citado precepto 
civil como aquel que se tiene sobre una cosa, sin respecto de determinada 
persona, noción sobre la cual ha dicho esta Corporación que «se trata de la 
idea Romana que consideró el derecho real como la relación directa entre 
la persona y la cosa», y aunque la crítica ha considerado que no puede 
haber una simple relación entre personas y cosas, debe tomarse en cuenta 
que sujeto pasivo de ese atributo son las personas indeterminadas, dado su 
efecto de ser frente a todo el mundo (SC de 10 de agosto de 1981, GJ 
2407, pág. 486). 
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4.2. En segundo lugar, la variación legislativa asignó los procesos sobre el 
ejercicio de los derechos reales al lugar de la ubicación de los bienes, para 
lograr una mejor eficacia y economía procesal, con el fin de evitar traslados, 
mayores erogaciones y demoras, para los asuntos relacionados con tales 
derechos, porque precisamente eso es lo que emana de lo expuesto para 
ponencia de primer debate del proyecto de ley, donde se anotó que: 
 
… [como] los procesos que versan sobre derechos reales pueden ser 
tramitados con menor esfuerzo y mayor eficacia en el lugar en donde se 
encuentran los bienes, sobre los cuales recaen aquellos, no se ve razón 
para que puedan ser tramitados en otro lugar, lo que implica que la 
competencia debe ser privativa del juez de aquel lugar y no concurrente 
con el del domicilio del demandado como está planteado en el proyecto, 
Conviene entonces suprimir el numeral 7 del artículo 28 y funcionarlo con el 
numeral 8. (Informe de Ponencia para primer debate del proyecto de ley 
número 196 de 2011 Cámara, Gaceta del congreso número 250 de 2011). 
 
Con base en las afirmaciones anotadas, es factible concluir que en los 
procesos en que se ejerciten los derechos reales de prenda o hipoteca, de 
los cuales son fiel trasunto los ejecutivos para esos efectos, es competente 
el juez del lugar donde están ubicados los bienes.” 

 
3. Sin embargo, aquella regla presenta una excepción, cuando la entidad 
demandante es pública. Indica el artículo 28 numeral 10 del CGP: 
 

“10. En los procesos contenciosos en que sea parte una entidad 
territorial, o una entidad descentralizada por servicios o cualquier otra 
entidad pública, conocerá en forma privativa el juez del domicilio de la 
respectiva entidad. 
 
Cuando la parte esté conformada por una entidad territorial, o una 
entidad descentralizada por servicios o cualquier otra entidad pública y 
cualquier otro sujeto, prevalecerá el fuero territorial de aquellas.” 

 
En este caso la parte demandante es el BANCO AGRARIO DE COLOMBIA SA, 
entidad que, de acuerdo al artículo 47 de la Ley 795 de 2003, que modificó el 
Estatuto Orgánico del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, es “una sociedad 
de economía mixta del orden nacional, sujeta al régimen de empresa industrial y 
comercial del Estado, organizado como establecimiento de crédito bancario y 
vinculado al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.” 
 
Aquella condición trae consigo la aplicación preferente de la regla contenida en el 
numeral 10 del artículo 28 del CGP, definiéndose la competencia entonces por el 
domicilio de la entidad demandante.  
 
En caso de similares características indicó la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
SALA DE CASACION CIVIL2: 
 

“Se desprende de lo anterior que, cuando se presenta una colisión de 
competencia entre dos fueros privativos como la que ahora concierne 
la atención de la Sala, no es del resorte del actor elegir el lugar donde 
presentar el libelo genitor, sino que es la ley la que señala cuál de los 
dos prevalece, pues, el artículo 29 ejusdem, preceptúa que “es 
prevalente la competencia establecida en consideración a la calidad de 

                                                 
2 AC3373-2020. Radicación n.° 11001-02-03-000-2020-02629-00. Siete (7) de diciembre de dos mil veinte (2020).- 
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las partes… Las reglas de competencia por razón del territorio se 
subordinan a las establecidas por la materia y por el valor”.  
 
Ahora bien, no puede resultar de recibo la tesis que ve en lo previsto en 
el numeral décimo del artículo 28 del Código General del Proceso, una 
prerrogativa en favor de la entidad pública, de la cual puede a voluntad 
hacer o no ejercicio, dado que la literalidad del texto, inequívocamente, 
establece de forma imperativa una regla privativa, cuya observancia es 
insoslayable, además, por estar inserta en un canon de orden público. 
Recuérdese, en ese sentido, el precepto 13 de la Ley 1564 de 2012, a 
cuyo tenor, “[l]as normas procesales son de orden público y, por 
consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 
derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o 
particulares, salvo autorización expresa de la ley». 
 
Tampoco es viable sostener ese otro criterio que privilegia el foro real 
(28-7) sobre el consagrado por el legislador en razón de la naturaleza 
de la persona jurídica de derecho público (28-10), ignorando la regla 
que el legislador previó para, precisamente, solucionar los casos en los 
que debe determinarse qué factor o fuero aplicar a un caso concreto.  
 
Y es que el artículo 29 del Código General del Proceso, sin excluir en 
manera alguna las controversias que lleguen a suscitarse dentro del 
fuero territorial, señaló con contundencia, que “Es prevalente la 
competencia establecida en consideración a la calidad de las partes” 
sobre cualquier otra, y ello cobija, naturalmente, la disposición del 
mencionado numeral décimo del artículo 28 ibídem, que por mandato 
del legislador y en razón de su margen de libertad de configuración 
normativa se determinó prevalente sobre las demás.   
 
De ahí que, tratándose de los procesos en los que se ejercen derechos 
reales, prima facie, opera el factor territorial correspondiente al lugar de 
ubicación del bien; sin embargo, si en dicho litigio, es una entidad 
pública la que obra como parte, el fuero privativo será el del domicilio 
de ésta, debido a que la ley lo determina como prevalente.” 

 
4. Bajo dicho parámetro, considera el Despacho que el factor que debe definir la 
competencia en el caso de marras, es el del lugar del domicilio de la entidad 
demandante.  
 
Ahora, verificada a información que reposa en el proceso, como demanda, poder y 
certificados de existencia y representación legal del BANCO AGRARIO DE 
COLOMBIA SA, el domicilio de la entidad es la ciudad de Bogotá.  
 
En la demanda se menciona: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

JPA                                                                                                    

En el poder: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Y en el certificado de existencia y representación legal que se aporta con la 
demanda: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Por lo tanto, es claro que no es este operador judicial el competente para conocer 
del asunto, pues la entidad demandante tiene su domicilio en la ciudad de Bogotá. 
 
En razón a ello se rechazará la demanda y se ordenará remitirla al JUZGADO 
CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA-REPARTO, para que se resuelva el conflicto 
de competencia. 
 
Por lo expuesto, conforme a las disposiciones del artículo 90 inciso 2 del CGP, el 
juzgado,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO. Rechazar la demanda, de acuerdo a lo expuesto en la motiva. 
Proponiendo conflicto negativo de competencia. 
 
SEGUNDO. Remitir las presentes diligencias al JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA-REPARTO, para lo de su conocimiento. En caso de no avocarse el 
conocimiento, se propone conflicto negativo de competencia.  
 
TERCERO. Secretaría deje las constancias de rigor y proceda de conformidad. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 

LUIS ROBERTO ORTIZ ARCINIEGAS 
JUEZ 
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